GRUPO DE FORMACION E INTERVENCION PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE

GRUFIDES, Cajamarca - Perú
Cajamarca, 05 de febrero de 2007

Sres. 

Christopher Avery,

Mauricio Lazala

Centro de Recursos Sobre Empresas y Derechos Humanos.

Presente.-

De nuestra estima:

Por intermedio de la Sra. Mary Robinson, en su reciente participación en el Foro Social Mundial en Nairobi, fuimos informados de la existencia de vuestra organización y de la importante labor que cumplen como fuente de información fidedigna en relación al comportamiento de las empresas en relación a los DDHH. Al visitar vuestra web hemos podido ver que Uds. estaban informando acerca del operativo de espionaje y de actos de intimidación que decenas de líderes ambientales de Cajamarca-Perú hemos sufrido recientemente por parte de las empresas de seguridad C&G Investigaciones SRL y FORZA, la segunda de las cuales presta servicios de seguridad a la Empresa Minera Yanacocha de propiedad de Newmont Gold Corp, Cía. de Minas Buenaventura y la Corporación Financiera Internacional del Banco Mundial.

Igualmente, hemos podido ver que la Empresa Minera Yanacocha ha remitido carta a Uds. por la cual señala que “Yanacocha no apoya, participa en o fomenta actos de hostigamiento o intimidación”. Esta declaración es falsa. En el mes de agosto del 2006 nosotros hemos sido objeto  de marchas callejeras de cientos de trabajadores en las que han participado altos funcionarios de la empresa minera en las que se nos ha insultado, amenazado e incluso impedido de circular libremente por el acoso que por varios días realizaron estos funcionarios y sus trabajadores delante de nuestra oficinas y la casa parroquial en la que vivimos tres sacerdotes que cuestionamos las malas prácticas sociales y ambientales de la empresa minera las que han llevado a la destrucción de diversas fuentes naturales de agua y la contaminación de ríos, quebradas y canales de riego que abastecen a millares de familias campesinas y la propia ciudad de Cajamarca (ver documento adjunto sobre la marcha y la presentación de denuncia en el Tribunal Latinoamericano del Agua contra Minera Yanacocha y el Estado Peruano en México en enero del 2006, en: www.tragua.com ). 

Señala el Sr. Santa Cruz que “los grupos radicales opuestos al establecimiento de actividades mineras… ha hecho declaraciones engañosas e irresponsables respecto de las actividades de Minera Yanacocha”. Aunque en su carta no menciona los nombres de tales “grupos radicales” está claro que si la misma responde a esclarecer la responsabilidad que la empresa minera tendría en el Operativo de espionaje “Diablo” se refiere entonces como “grupos radicales” a los que hemos sido víctimas de este operativo: Tres sacerdotes católicos; todos los miembros de la ONG GRUFIDES (incluidos sus familiares); y aproximadamente cuarenta autoridades y líderes de comunidades campesinas y activistas ambientales que cuestionan las graves vulneraciones de derechos que Minera Yanacocha viene cometiendo en Cajamarca. 

Sostiene el Sr. Santa Cruz que existe “una campaña para desprestigiar a Minera Yanacocha” atribuyéndole las muertes de los líderes campesinos Isidro Llanos Chevarría y de Edmundo Becerra Cotrina y señala que “en ambos casos, las autoridades han investigado los hechos e identificado a los presuntos responsables, descartando cualquier vinculación y/o participación de Yanacocha en estos eventos”. Esta información falta completamente a la verdad. Aunque durante los primeros días del asesinato del Sr. Isidro Llanos, que murió por efecto de dos disparos de arma de fuego, el Sr. Ricardo Morel, Gerente de Asuntos Externos y Comunicaciones de Minera Yanacocha desinformó en diversos medios de comunicación diciendo que don Isidro murió de un infarto o paro cardiaco, lo cierto es que ha quedado claramente establecido por las investigaciones periodísticas y de la propia fiscalía que el campesino fue asesinado en Combayo, en terrenos de propiedad de  Minera Yanacocha, y  que quien le disparó fue la Policía privada de su empresa, pues quienes matan a Isidro Llanos fueron los policías Luís Carlos Leyva Vigo, Manuel Dilmer Vásquez Cervera y Jorge Moisés Atalaya Contreras, que en aquel momento estaban haciendo servicio privado para Yanacocha  y lo asesinaron justamente cuando este campesino participaba de las protestas de centenares de comuneros el día 02 de agosto, reclamando por los problemas de la contaminación y escasez de aguas ocasionadas por las actividades de Minera Yanacocha y también por el incumplimiento de diversos compromisos de la empresa para realizar obras de desarrollo. 
Además producto de aquella investigación la fiscalía descubrió que el cuerpo de seguridad FORZA, que da resguardo a la empresa minera, tenía en su posesión armas y municiones de guerra.  La investigación judicial se viene desarrollando y, en todo caso, lo que el Sr. Santa Cruz está afirmando en su carta es solo su deseo de que su empresa salga exculpada o limpia en tal investigación, expectativa no difícil de lograr para una empresa tan poderosa en una de las instituciones más corruptas del país como lo es el poder judicial. 

En cuanto al asesinato del campesino y líder ambientalista Edmundo Becerra que fue asesinado de 17 balazos en Yanacanchilla el día 1ro. de noviembre de 2006, es conocido por todos que el Sr. Becerra había sido varias veces amenazado de muerte e incluso golpeado por miembros de un comité de desarrollo promovido por la empresa minera en la parte alta de la comunidad. El Sr. Becerra se oponía tenazmente a que Minera Yanacocha realice actividades mineras de tajo abierto en la zona ya que allí existen aproximadamente 200 lagunas que abastecen de agua a su comunidad y las poblaciones de las partes bajas. Por su parte, la empresa minera venía comprando, desde hace un par de años, centenares de hectáreas de terrenos en la zona y el Sr. Becerra era uno de los principales obstáculos para la expansión de las actividades mineras en la zona. La policía  y las autoridades del Ministerio de Energía y Minas tenían conocimiento (desde hacía más de un año) de las denuncias verbales del Sr. Becerra contra su integridad y la de otros líderes campesinos de la zona. Finalmente, la semana pasada, la policía logró ubicar al sicario que asesinó al Sr. Becerra, el cual se hallaba en posesión de una pistola. La policía, en vez de arrestar al sicario lo liquidó con dos disparos (ver GRUFIDES blogspot). Miembros del Frente de Defensa Ambiental de Cajamarca han manifestado que el sicario había venido diciendo que iba a declarar quiénes lo habían contratado para realizar el asesinato. Todo resulta muy confuso y extraño. Hay dos campesinos muertos, ambos eran destacados líderes opuestos a las actividades de expansión de Minera Yanacocha. La empresa dice no tener responsabilidad. Las comunidades señalan a la empresa minera como la responsable. Las investigaciones están en curso, aún no han sancionado a los responsables. Yanacocha señala que es víctima de una campaña de desprestigio, las verdaderas víctimas son los campesinos muertos y varios miles de campesinos que se sienten realmente amenazados por el creciente clima de violencia. Las organizaciones que venimos cautelando el respeto a los derechos humanos y exigimos una correcta administración de justicia estamos siendo víctimas de campañas mediáticas de desprestigio y de actos de intimidación y hostigamiento como el operativo de espionaje “El Diablo” realizado por la empresa FORZA que da servicios de seguridad a Minera Yanacocha. ¿Nadie es responsable? ¿Todos son víctimas? Pero la única que se está beneficiando económicamente es la empresa minera… ¿Hasta cuando?... ¿Se impondrá una vez más la impunidad y la lógica del abuso del poder? ¿La violencia terminará destruyéndonos a todos afectando más a los más débiles como tantas veces ha ocurrido en la historia? Son estas y otras preguntas las que suscita la carta de argumentos simplistas y poco verdaderos que ha escrito el Sr. Santa Cruz al Centro de Recursos Sobre Empresas y Derechos Humanos.

También sostiene el Sr. Santa Cruz, que “es difícil creer que los activistas que alegan intimidación estén verdaderamente preocupados por el medio ambiente… cuando han declinado apoyar a los pobladores de Cajabamba… que están realmente amenazadas por la contaminación ambiental resultante de la minería ilegal no regulada en la región”. Este argumento es el mismo que la prensa vinculada a la empresa minera ha repetido de manera calumniosa tanto a nivel local como nacional, teniendo como base una respuesta que la ONG GRUFIDES hizo a una asociación civil de pobladores cajabambinos que radican en la ciudad de Lima y que extrañamente han aparecido recientemente en la zona para reclamar una “minería responsable”. La carta que GRUFIDES dirigió a esta asociación era de carácter privado, pero Yanacocha la ha estado difundiendo masivamente en extraño interés por la minería informal, coincidiendo con una serie de conflictos que la empresa tiene ahora mismo con varias comunidades. Parece claro que Yanacocha está buscando llamar la atención sobre los problemas de la minería informal para distraer la atención sobre los problemas que tiene su gran minería (600 mil toneladas de rocas removidas diariamente, usando un metro cúbico de agua y tres gramos de cianuro por tonelada métrica en la cabecera de cuenca y a solo ocho kilómetros de la planta de tratamiento de agua potable de la ciudad). Adjunto a la presente la respuesta que la Directora de GRUFIDES dirigió a la asociación de cajabambinos residentes en Lima y dejamos constancia que, pese a nuestros limitados recursos sí hemos estado atendiendo los reclamos de esas poblaciones desde hace dos años con dos acciones puntuales: capacitando a los campesinos sobre los daños ambientales de este tipo de minería que lixivia con cianuro, y también llamando la atención de las más altas autoridades del Ministerio de Energía y Minas sobre el problema social de estas familias y de la necesidad de desarrollar una política de interdicción de insumos químicos para la minería informal. Es falso pues, lo que el Sr. Santa Cruz afirma, en constancia de ello está el hecho que además las rondas campesinas de Cajabamba, Algamarca y Chuquibamba siguen solicitando nuestra intervención en la zona y así lo estamos haciendo recientemente, incluso acompañando a las autoridades de la Unidad de Conflictos del Ministerio de la Presidencia y de la Dirección Regional de Minería en la búsqueda de una solución pacífica. Actualmente, los mineros informales de la zona piden que el Estado formalice su situación, mientras que las rondas campesinas exigen que se prohíba la realización de toda actividad minera en su zona porque afectaría la calidad y cantidad de las aguas disponibles para las actividades agropecuarias del valle de Condebamba, que es considerado uno de los valles más productivos de toda la región. Nosotros creemos en la necesidad de que existan mecanismos adecuados de consulta previa, libre e informada de las comunidades; así como en la necesidad de crear una autoridad ambiental autónoma que evalué independientemente los Estudios de Impacto Ambiental de las empresas así como supervise la gestión ambiental de las mismas. Ambos mecanismos institucionales no existen actualmente en el país, y reclamarlos levanta las iras de empresas mineras irresponsables como Minera Yanacocha o de funcionarios públicos sometidos a los intereses de determinadas empresas mineras.

Finalmente, expresamos a Ud. nuestra profunda preocupación por el archivamiento definitivo que ha hecho, hace pocos días, la Quinta Fiscalía Penal Provincial de Cajamarca de la investigación sobre los actos de espionaje realizados por las empresas de seguridad C&G y FORZA contra nosotros, tal como lo estableció la investigación periodística del prestigioso diario nacional La República. La impunidad se abre paso por las calles de nuestra ciudad, ni siquiera organizaciones como GRUFIDES que cuentan con asesoría legal pueden encontrar justicia, ¿qué podemos esperar del acceso a la justicia para las comunidades más pobres del país que están siendo afectadas por las malas prácticas de las empresas mineras?

Dios quiera, y nosotros trabajemos con mayor ahínco, para que la acción de la sociedad civil organizada, local, nacional o internacionalmente permita que el derecho que todos tenemos a gozar de una más justa redistribución de la riqueza y a vivir en un mundo sano, sea realidad para todos y no palabras huecas y compromisos desprovistos de mecanismos de control que permiten que empresas como Minera Yanacocha sigan vulnerando impunemente nuestros derechos incrementando así el espiral de violencia que, por desgracia, ya se ha activado en la región. En la espera que acciones de transparencia como las que realiza vuestra organización rindan frutos de veracidad que contribuyan a la construcción de la justicia social y la paz, provocando prácticas verdaderamente responsables en las empresas nos suscribimos de Uds.
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Atte,


Dra. Mirtha Vásquez Ch.

Directora Ejecutiva de GRUFIDES

Asesora Legal

Jr. Dos de Mayo 1172

Cajamarca, Perú

Telefax: 0051 76 34 20 82

Email: info@grufides.org
P. Marco Arana Zegarra


Miembro de GRUFIDES


Premio Nacional de Derechos Humanos 2004








